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1. INTRODUCCIÓN. 

En el actual contexto internacional de globalización y de movilidad de 
contribuyentes y mercados, ha sido preciso lograr una mayor cooperación 
administrativa, impulsando de forma definitiva la modalidad del intercambio 
automático de información que permite a las administraciones tributarias 
disponer de la información sobre las rentas y operaciones transfronterizas de 
sus contribuyentes. Tal como se ha señalado en la unidad anterior, es preciso 
tener presente que, en esta modalidad, la información se intercambia de forma 
automática, es decir, se comunica la información disponible sin solicitud previa 
y a intervalos regulares fijados con anterioridad 

En el ámbito de la Unión Europea, a lo largo de los últimos años la Directiva 
2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación 
administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por la que se deroga la Directiva 
77/799/CE, ha sido objeto de una serie de modificaciones para dar cabida a 
nuevas iniciativas en el ámbito de la transparencia fiscal en el ámbito de la 
Unión Europea. Por lo que se refiere al ámbito de la OCDE, se han aprobado 
diversas reglas modelo o normas tipo que establecen la información que se va 
a intercambiar y se han firmado los Acuerdos Multilaterales de Autoridades 
Competentes para el intercambio automático de los distintos proyectos que se 
han ido impulsando en esta última década. 

Nunca antes las administraciones tributarias han contado con tanta información 
sobre la actividad transfronteriza de sus contribuyentes, información que 
además se recibe de forma estructurada, lo cual permite un uso eficaz con 
técnicas avanzadas. 
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2. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE RENTAS EN EL ÁMBITO DE LA 

DIRECTIVA 2011/16/UE 

La Directiva 2011/16/UE, que entró en vigor el 1 de enero de 2013, supuso un 
paso muy importante en el impulso del intercambio automático de información 
entre los Estados miembros1.  

En su redacción inicial el artículo 8.1 establecía entre los Estados miembros el 
intercambio automático de información de las siguientes categorías:  

a) rendimientos del trabajo dependiente;  

b) honorarios de director;  

c) productos de seguro de vida, no cubiertos por otros instrumentos 
jurídicos de la Unión, sobre el intercambio de información y otras 
medidas similares;  

d) pensiones;  

e) propiedad de bienes inmuebles y rendimientos inmobiliarios.  

La propia Directiva ya contemplaba un enfoque gradual, lo cual ha llevado a 
que este artículo 8.1 haya sufrido diversas modificaciones a lo largo del tiempo 
con el objeto de ampliar el alcance de los intercambios automáticos de 
información hasta cubrir actualmente siete categorías de rentas y titularidades. 
Así, la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo (DAC7) introdujo la 
categoría de cánones (f) y, por último, la Directiva (UE) 2023/2226 de 17 de 
octubre de 2023 (DAC8) ha incluido los ingresos por dividendos no 
custodiados, distintos de los ingresos por dividendos exentos por la Directiva 
2011/96/UE, de 30 de noviembre. 

La obligatoriedad de este intercambio automático conocido como DAC1 queda 
sujeto a la disponibilidad de la información en el Estado miembro de obtención 
de la misma. No obstante, la propia Directiva 2011/16 ya previó el progresivo 
aumento del número de categorías que es obligatorio intercambiar. Así, si 
inicialmente, era obligatorio intercambiar, como mínimo, una de las cinco 
categorías iniciales, la Directiva ya preveía que, a partir del 1 de enero de 2017, 
sería obligatorio intercambiar, al menos 3 categorías. Con las sucesivas 
modificaciones de esta Directiva, se ha llegado a la regulación actual2, según la 
cual los Estados Miembros están obligados a intercambiar de forma 
automática, al menos cinco categorías de las previstas en relación con los 
períodos impositivos que comiencen a partir del 1 de enero de 2026. 

El primer intercambio de las iniciales cinco categorías se realizaron por primera 
vez en el año 2015, en relación con la información correspondiente a los 
periodos impositivos que comenzaron a partir del 1 de enero de 2014. En 
relación con los cánones, el primer intercambio ha tenido lugar desde el año 
2024 en relación con los Estados Miembros que tienen este intercambio 

 
1 La Directiva 77/799/CEE contemplaba el intercambio automático de información si bien de una 
manera limitada al estar sujeto a un procedimiento de consulta entre los EEMM y en la práctica no 
se produjo ningún intercambio automático en base a dicha Directiva 
2 Artículo 8.2 en su redacción dada por la Directiva (UE) 2023/2226 de 17 de octubre de 2023 
por la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el 
ámbito de la fiscalidad. 
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disponible. Respecto a los dividendos no custodiados, el primer intercambio se 
llevará a cabo en 2027. 

La regulación de este intercambio en la Directiva 2011/16/UE es muy breve 
limitándose el artículo 8.1 a enumerar las categorías de renta objeto de 
intercambio. En cuanto al concepto de las mismas, se hace una remisión a la 
normativa doméstica de cada Estado miembro3.  

Respecto de la periodicidad de este intercambio, se establece que se efectuará 
como mínimo una vez al año, y a más tardar seis meses después del final del 
ejercicio presupuestario del Estado miembro durante el cual se recabó la 
información4. Una vez más, nos encontramos con una remisión a la normativa 
doméstica, de forma que los plazos del intercambio no son coincidentes para 
todos los Estados Miembros, sino que dependerá de la fecha de obtención de 
la información en cada uno de los Estados Miembros. 

Se establece que la Comisión adoptará las modalidades prácticas para el 
intercambio automático de la información, lo cual supone que la Comisión 
aprueba el correspondiente esquema de intercambio que establece los campos 
concretos de información que son objeto de intercambio. 

Por último, resulta de interés dejar apuntadas unas características del llamado 
intercambio DAC1. De un lado, estos intercambios automáticos no contienen 
ninguna norma de diligencia debida en relación con la residencia del titular de 
las rentas intercambiadas, sino que cada Estado Miembro intercambiará la 
información que tenga disponible y que habrá sido declarada en su ámbito 
doméstico de acuerdo con su normativa interna. De otro lado, hay que señalar 
que la información se intercambia con el Estado miembro de residencia del 
titular de las rentas o de las titularidades de los inmuebles. 

En el caso de España, este intercambio automático se lleva a cabo antes del 
mes de junio del año siguiente al año en el que se presentan los 
correspondientes Modelo 296. Declaración informativa. Retenciones e ingresos 
a cuenta del Impuesto sobre la Renta de no Residentes (sin establecimiento 
permanente). Resumen anual. y Modelo 210. IRNR- Impuesto sobre la Renta 
de no residentes sin establecimiento permanente. Junto con ambos modelos, 
se intercambia también la información que la AEAT recibe del Catastro. 
 
3. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO FATCA (LEY DE CUMPLIMIENTO 

TRIBUTARIO DE CUENTAS EXTRANJERAS) 

La Ley de cumplimiento tributario de cuentas extranjeras (Foreign Account Tax 
Compliance Act – FATCA) aprobada por los Estados Unidos de América (EE. 
UU.) establecía la obligatoriedad de que las instituciones financieras remitieran 
con carácter anual determinada información a la Administración tributaria 
estadounidense respecto de las cuentas financieras. En caso de no 
proporcionar la información, esta ley establecía una sanción en forma de 

 
3 Literalmente se indica “como deban entenderse con arreglo a la legislación nacional del 

Estado miembro que comunique la información”. 
4 Para el caso de España, dado que la mayoría de estas rentas se obtienen del modelo 296, 
cuyo plazo de declaración concluye el 31 de enero del año siguiente del pago de la renta, esto 
significa que la fecha límite de intercambio es el 30 de junio del año siguiente al año en que 
ésta fue declarada. Es decir, para España, el 30 de junio del año x es la fecha límite para el 
intercambio automático de las rentas y titularidades correspondientes al ejercicio x-2. 
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retención del 30% en los pagos procedentes de EE. UU. a las entidades 
financieras. 

Con el fin de perseguir una mejora del cumplimiento fiscal internacional de esta 
ley, se desarrollaron dos modelos de Acuerdos intergubernamentales para la 
mejora del cumplimiento fiscal internacional y la aplicación de la ley 
estadounidense de cumplimiento tributario de cuentas extranjeras: 

–  Modelo IGA 1: la información se facilita a EE. UU. por las administraciones 
tributarias extranjeras, por lo que hay dos pasos, primero de las 
instituciones financieras a la administración tributaria de un país y de ahí a 
la administración de EE. UU. Es decir, la información se intercambia 
directamente entre las administraciones tributarias en lugar de que las 
instituciones financieras extranjeras la remitan directamente a Estados 
Unidos. España, al igual que la mayoría de los países ha suscrito este tipo 
de acuerdo.  

–  Modelo IGA 2: la información se facilita directamente por las entidades 
financieras a la administración tributaria estadounidense, sin que pase por 
las administraciones tributarias de esos países.  

En virtud de estos Acuerdos Internacionales, las instituciones financieras 
extranjeras están obligadas a declarar información sobre las rentas vinculadas 
a cuentas financieras obtenidas por un contribuyente estadounidense, ya sea 
directamente, o bien indirectamente cuando hayan sido obtenidas a través de 
entidades extranjeras en las que participen dichos contribuyentes. 

En el caso de España, al amparo del artículo 27 del Convenio entre el Reino de 
España y los Estados Unidos de América para evitar la doble imposición y 
prevenir la evasión fiscal respecto de los impuestos sobre la renta, y su 
protocolo, hecho en Madrid el 22 de febrero de 1990, que autoriza el 
intercambio de información con fines tributarios, incluido el intercambio 
automático, España y Estados Unidos de América firmaron el 14 de mayo de 
2013 el Acuerdo entre el Reino de España y los Estados Unidos de América 
para la mejora del cumplimiento fiscal internacional y la implementación de la 
Foreign Account Tax Compliance Act - FATCA (Ley de cumplimiento tributario 
de cuentas extranjeras) que entró en vigor 9 de diciembre de 2013 (BOE 1 de 
julio de 2014) 

De conformidad con este Acuerdo, ambos Estados quedan obligados 
recíprocamente a suministrar automáticamente información. La obligación de 
información se establece sobre las entidades financieras quienes, conforme a 
las normas de diligencia debida establecidas en el Acuerdo, deben determinar 
la residencia de las personas (también nacionalidad en caso de personas 
físicas) y de las entidades. Como vemos, este intercambio bilateral con EE. UU. 
tiene una singularidad propia que no veremos en otros intercambios 
automáticos, ya que no solo se intercambia información sobre los residentes 
estadounidenses sino también sobre los nacionales de este país, dada las 
características propias del sistema tributario estadounidense.  

La información que se debe suministrar es la relativa a saldos y valores en 
cuentas, rentas de dividendos, intereses y demás rendimientos que se abonen 
a la cuenta, así como el importe de las enajenaciones de los activos financieros 
que se trasmitan.  
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No obstante, hay que hacer notar que, tal como quedó configurado este 
intercambio en el Acuerdo, se trata de un intercambio que no resulta 
recíproco totalmente ya que, en primer lugar, España no recibe toda esta 
información mientras que España sí envía toda esta información a Estados 
Unidos. En concreto, Estados Unidos envía información sobre la titularidad de 
las cuentas financieras de residentes españoles, comunicando el importe 
bruto de los intereses, dividendos y otras rentas de fuente estadounidense, 
tal y como dispone el artículo 2.2 del Acuerdo. Es decir, no envía información 
referente a saldos o valor de la cuenta a final del año o en el momento anterior 
a su cancelación, ni los ingresos brutos derivados de la enajenación o 
reembolso de bienes anotados en una cuenta de custodia o de otro tipo, 
información que España sí remite a Estados Unidos. No obstante, los EE. UU. 
reconocen esa falta de reciprocidad completa y se comprometen en un futuro 
a lograr la equivalencia en la reciprocidad. 

En segundo lugar, otra diferencia entre ambos flujos de información reside en 
que España intercambia con EE. UU. la información en relación con las 
cuentas financieras cuya titularidad corresponda a ciudadanos y residentes 
estadounidenses (“personas específicas”) y a entidades extranjeras cuando 
las personas que ejerzan el control son “personas específicas”. Sin embargo, 
EE. UU. no intercambia esta segunda información de forma que España 
únicamente recibe información sobre las cuentas financieras cuya titularidad 
se corresponde con personas o entidades residentes en España. 

El Acuerdo FATCA contiene una cláusula de nación más favorecida de forma 
que si EE. UU. firma un Acuerdo FATCA más favorable, las normas más 
favorables serán de inmediata aplicación a España. En aplicación de esta 
cláusula, el primer intercambio entre España y Estados Unidos se retrasó hasta 
el 30 de septiembre de 2015.  

Como hemos indicado más arriba, el Acuerdo FATCA prevé la aplicación de un 
régimen sancionador adicional a la aplicación de la normativa interna de España 
y EE.UU. En el caso de que nos encontremos ante incumplimientos 
significativos del Acuerdo FATCA por parte de las instituciones financieras, 
Estados Unidos podría llegar a aplicar la retención del 30% en los pagos de 
fuente americana.  

El desarrollo de las condiciones de este intercambio automático está recogido 
en el Acuerdo entre las autoridades competentes del Reino de España y de los 
Estados Unidos de América por el que se establecen los procedimientos a 
seguir para el intercambio automático de información descrito en el artículo 2 
del Acuerdo FATCA y aquellos necesarios para el intercambio de información 
comunicada en virtud del artículo 4 (1) (b) del mismo acuerdo. El plazo para 
efectuar el intercambio es de nueve meses desde el fin del año al que se 
refiere la información. 

La novedad de este intercambio consiste en que se incluyen normas de 
diligencia debida para señalar qué procedimientos hay que seguir para obtener 
los datos a comunicar. El establecimiento de normas de diligencia debida lleva 
aparejado que éstas deban ser objeto de comprobación por parte de la Admi-
nistración tributaria en el marco del control de estas declaraciones informativas. 

A diferencia del intercambio DAC1, en el que se intercambia la información 
disponible, los nuevos intercambios automáticos, entre ellos el intercambio 
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FATCA, determinó la necesidad de adoptar las correspondientes medidas en la 
legislación interna española para poder dar cumplimiento al acuerdo suscrito y 
que las entidades financieras suministraran a la AEAT información a fecha 31 
de diciembre de 2014. 

En primer lugar, la nueva obligación de suministro de información por parte de 
las entidades financieras quedó establecida en el nuevo 37 bis «Obligación de 
informar acerca de cuentas financieras en el ámbito de la asistencia mutua» del 
Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión 
tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
aplicación de los tributos (RGAT). Junto con ello, fue necesaria la aprobación 
de la Orden HAP/1136/20145, de 30 de junio, por la que se regulan 
determinadas cuestiones relacionadas con las obligaciones de información y 
diligencia debida establecidas en el acuerdo entre el Reino de España y los 
Estados Unidos de América para la mejora del cumplimiento fiscal internacional 
y la aplicación de la ley estadounidense de cumplimiento tributario de cuentas 
extranjeras y se aprueba la declaración informativa anual de cuentas 
financieras de determinadas personas estadounidenses, modelo 290. En esta 
Orden se regulan las normas de diligencia debida y el modelo de suministro de 
información. 
 
4. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE INFORMACIÓN DE CUENTAS 

FINANCIERAS.  

La aprobación de la normativa FATCA y los correspondientes Acuerdos 
impulsaron a que Francia, Alemania, Italia, Reino Unido y España (grupo G5) 
adoptaran la decisión de establecer un mecanismo que, manteniendo la filosofía 
de FATCA, estableciera el intercambio automático de cuentas financieras con el 
resto del mundo y no solo con EE. UU. En este mismo sentido, el G8 y G20 
tomaron también decisiones al más alto nivel de cara a trasladar la esencia de 
FATCA hacia un intercambio automático de carácter plurinacional en que todos 
los países se intercambiasen mutuamente información de cuentas financieras 
entre sí. Así, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
recibió del G-20 el mandato de elaborar una norma única internacional para el 
intercambio automático de información fiscal. 

En febrero de 2014, la OCDE publicó el Estándar común de comunicación 
automática de información de cuentas financieras (Common Reporting 
Estandar, CRS) y el Modelo de Acuerdo de Autoridades Competentes. 
Posteriormente, se completaron con los correspondientes Comentarios. Los 
Ministros de Hacienda y los Gobernadores de los Bancos Centrales del G-20 
aprobaron el paquete completo de la norma internacional en septiembre de 
2014. 

4.1. ESTANDAR COMÚN DE REPORTE DE CUENTAS FINANCIERAS 

 
5 Modificada por la Orden HAP/2783/2015, de 21 de diciembre (BOE 23 de diciembre de 2015) 
que aprobó una nueva declaración informativa anual de cuentas financieras de determinadas 
personas estadounidenses, modelo 290, para incorporar las nuevas obligaciones de 
información que de forma progresiva establece el Acuerdo FATCA. Posteriormente, fue 
aprobada una nueva Orden HAP/1695/2016, de 25 de octubre (BOE 27 de octubre de 2016) 
que vuelve a modificar el plazo de presentación de esta declaración informativa, modelo 290, 
que pasa a ser del 1 de enero al 31 de mayo. 
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El estándar común de reporte de cuentas financieras (CRS) recoge las normas 
de diligencia debida a las que están sometidas las instituciones financieras que 
resultan obligadas a identificar la titularidad de las cuentas financieras de los 
residentes en otras jurisdicciones y las obligaciones de información de 
información de aquellas. 

4.1.1. Institución financiera obligada a comunicar información.  

La obligación de declarar la información se hace recaer sobre las “instituciones 
financieras residentes en una jurisdicción participante”, lo cual supone que se 
excluyen las sucursales de las instituciones financieras ubicadas fuera de la 
jurisdicción participante y que se incluyen las sucursales de las instituciones 
financieras no residentes que estén ubicadas en la jurisdicción participante en 
cuestión. 

Por «institución financiera» se entiende una entidad de custodia (al menos 20% 
de los ingresos brutos, derivan de la tenencia de activos financieros por cuenta 
ajena), una entidad de depósito (aceptan depósitos en el curso de un negocio 
bancario o similar), una entidad de inversión y determinadas compañías de 
seguros (ofrecen un contrato de seguro con valor en efectivo o un contrato de 
anualidades o que están obligadas a efectuar pagos en relación con los 
mismos). En relación con las entidades de inversión, el Estándar CRS distingue 
dos tipos: 

• Tipo A: aquellas cuyos ingresos brutos proceden, principalmente (≥50%), 
de actividades de inversión empresarial (negociación/inversión en activos 
financieros, gestión de inversiones, otras formas de inversión, 
administración o gestión de activos financieros o fondos) en nombre de los 
clientes, 

• Tipo B: aquellas cuyos ingresos brutos principalmente (≥50%) derivan de la 
inversión en activos financieros siempre que estén administradas por otra 
institución financiera.  

Es importante recordar que por “activo financiero” se entienden los valores 
mobiliarios, los intereses en partnerships y similares pero que no se incluyen ni 
el dinero en efectivo ni los intereses en bienes inmuebles.  

Para terminar la configuración de los obligados a comunicar información, hay 
que señalar que el estándar ha recogido que determinadas entidades 
(entidades estatales, determinados fondos de pensiones, …), por ser de bajo 
riesgo, quedan exceptuadas de esta obligación. 

4.1.2. Cuentas financieras 

El término “cuentas financieras” incluye las cuentas de depósito, las cuentas de 
custodia, las participaciones en capital o en deuda, los contratos de seguro con 
valor en efectivo y determinados contratos de anualidades ofrecidos por una 
institución financiera. No obstante, el estándar contempla que determinadas 
cuentas financieras, por su bajo riesgo, sean consideradas “cuentas 
excluidas”6. 

 
6 Las listas de cuentas de bajo riesgo excluidas son consultables para las distintas 
jurisdicciones en: https://www.oecd.org/tax/automatic-exchange/crs-implementation-and-
assistance/crs-byjurisdiction/ 
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Las cuentas financieras sujetas a comunicación son las cuentas financieras 
abiertas en una institución financiera obligada a comunicar información, cuyo 
titular o persona que ejerza el control (para el caso de “entidades no financieras 
pasivas”) sea una persona residente fiscal en una jurisdicción participante, 
debiendo ello determinarse de acuerdo con los procedimientos de diligencia 
debida recogidos en el estándar. El estándar utiliza el concepto de “persona 
que ejerce el control” que se corresponde con el concepto de “titular real” de 
acuerdo con las Recomendaciones GAFI (Grupo de Acción Financiera 
Internacional) y debe ser siempre una persona física. 

El procedimiento para identificar las “personas que ejercen el control”, que está 
recogido en las normas de diligencia debida, a las que posteriormente haremos 
referencia, resulta aplicable para los casos el titular de la cuenta sea una 
“entidad no financiera pasiva”, debiendo entenderse por tal, aquella entidad que 
no es activa. A efectos del estándar, se consideran “entidades activas” aquellas 
entidades para las que ≤ 50% de los ingresos y ≤ 50% de los activos se 
corresponden con renta pasiva o con activos que generan renta pasiva, las 
entidades cotizadas, las entidades estatales, las organizaciones 
internacionales, bancos centrales o entidades pertenecientes en su totalidad a 
uno o varios de los anteriores, entidades holding de un grupo no financiero, 
start-ups no financieras, entidades no financieras en proceso de liquidación o 
de reorganización, entidades no financieras cuya actividad consiste en la 
financiación y cobertura de las operaciones realizadas con entidades 
vinculadas que no sean instituciones financieras y las entidades benéficas. Por 
tanto, en el caso de que la entidad titular de la cuenta no quede encuadrada en 
ninguna de esas categorías, resultará preciso identificar a la persona o 
personas que ejercen el control. 

Por último, hay que señalar que no hay que informar de las cuentas de las 
sociedades cotizadas, ni de sus vinculadas, ni de entidades estatales, ni de 
organizaciones internacionales, ni de bancos centrales. Tampoco hay que 
informar sobre las cuentas que correspondan a instituciones financieras7, con 
la excepción de que si el titular sea una entidad de inversión de la letra b) 
residente en una jurisdicción que no sea participante, sí hay que hay que 
tratarlas como si fueran “entidades no financieras pasivas” al objeto de 
identificar si las personas que ejercen el control son residentes fiscales en 
jurisdicciones participantes. 

4.1.3. Contenido de la información a comunicar 

La información que comunicar debe referirse tanto a la titularidad de cuentas o 
productos financieros de personas físicas y entidades (incluidos trusts), como al 
control o titularidad real (“controlling person”) de las cuentas o productos 
financieros de entidades no financieras pasivas (ENFP). 

En ambos casos, se comunicará: nombre, dirección, el o los países o 
jurisdicciones de residencia y NIF (y fecha y lugar de nacimiento si son 
personas físicas)8, el número de cuenta, nombre de la entidad financiera y el 
saldo o valor de la cuenta al final del ejercicio9. 

 
7 Recordamos aquí que las propias instituciones financieras ya son entidades obligadas a 
comunicar. 
8 No obstante, no será obligatorio comunicar el NIF ni la fecha de nacimiento en el caso de las 
cuentas preexistentes si no se encuentran en los registros de la institución financiera y la 
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Adicionalmente, para las cuentas de custodia, hay que comunicar el importe 
bruto de los intereses, el importe total de los dividendos o de cualquier otra 
renta generada, así como los ingresos brutos totales derivados de la venta o 
amortización de activos financieros pagados o anotados en la cuenta.  

En el caso de una cuenta de depósito, también hay que comunicar el importe 
total de los intereses pagados o anotados en esa cuenta.  

Para el caso de otro tipo de cuentas, hay que comunicar el importe bruto total 
pagado o anotado al titular en relación con la cuenta, incluyendo el importe total 
de las amortizaciones. 

4.1.4. Procedimientos de diligencia debida 

Los procedimientos de diligencia debida son el conjunto de normas recogidas 
en el estándar que deben aplicar las instituciones financieras obligadas a 
comunicar información para identificar la residencia fiscal de las personas que 
ostenten la titularidad o control de las cuentas financieras. Asimismo, también 
han de aplicarse para determinar si el titular es una entidad no financiera 
pasiva y, en ese caso, para identificar a la persona que ejerce el control. 

Hay cuatro procedimientos de diligencia debida que deben aplicar las 
instituciones financieras en función de que se trate de cuentas preexistentes10  
o nuevas y cuentas de personas físicas o cuentas de entidades. En todo caso, 
para las cuentas nuevas, siempre se exige una declaración del titular de la 
cuenta.  

A continuación, lo veremos con más detalle: 

• Para el caso de cuentas preexistentes de personas físicas, que sean de 
menor valor, para poder determinar la jurisdicción de residencia habrá que 
hacer una búsqueda en los archivos electrónicos de la entidad. En el caso 
de que se trate de una cuenta de mayor valor, adicionalmente habrá que 
efectuar la búsqueda en archivos en papel y consultar al gestor personal. 

• Para el caso de cuentas nuevas de personas físicas, será necesario en 
todo caso, que la institución financiera obtenga en el momento de la 
apertura de la cuenta la declaración del propio titular de la cuenta 
(“autocertificación”), que le permita determinar su residencia fiscal. 
Asimismo, deberá verificar la razonabilidad de tal declaración sobre la base 
de la información que haya obtenido en la apertura de la cuenta, incluida 
toda la documentación recopilada en aplicación de los procedimientos 
establecidos de prevención del blanqueo de capitales. Si se produce un 
cambio de circunstancias relativo a una cuenta nueva de persona física a 
raíz del cual la institución financiera conozca o pueda conocer que la 
declaración original es incorrecta o no fiable, la institución financiera no 

 
misma no está obligada a recopilar estos datos conforme a la normativa aplicable. Sin 
embargo, la institución financiera tratará de obtenerlo razonablemente en el plazo de 2 años 
desde que fueron identificadas las cuentas 
9 En el caso de cancelación de la cuenta en dicho año, se comunicará la cancelación de la 

misma. 
10 En el caso de España, las cuentas preexistentes son aquellas que se mantenían abiertas 
antes del 01/01/2016. 
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podrá confiar en la declaración original y deberá obtener una declaración 
válida que establezca la residencia fiscal del titular de la cuenta. 

• Para las cuentas preexistentes de entidades, el estándar recoge que las 
jurisdicciones podían establecer que las cuentas preexistentes en una 
entidad, cuyo saldo o valor no excediera de un importe equivalente a 
250.000 dólares a 31 de diciembre de 2015, no tuvieran que ser objeto de 
revisión, identificación o comunicación de información hasta que su saldo o 
valor agregado excediera de dicha cantidad el último día de cualquier año 
posterior. Para las cuentas con un saldo mayor a 250.000 dólares, la 
institución financiera deberá revisar la información que conserven con fines 
reguladores o de “conozca su cliente” (incluida la información recopilada con 
arreglo a la normativa de prevención de blanqueo de capitales) a los efectos 
de determinar la residencia del titular de la cuenta. Para el caso de que haya 
que identificar a la persona que ejerce el control por tratarse de una entidad 
no financiera pasiva, la entidad financiera deberá utilizar la información 
conservada con arreglo a procedimientos aplicados conforme a la normativa 
de prevención del blanqueo de capitales, y si la cuenta tuviera un saldo 
superior a 1 millón de dólares, deberá obtener la correspondiente 
autodeclaración. 

• Para el caso de cuentas nuevas de entidades, las instituciones financieras 
tienen que seguir los mismos procedimientos que para las cuentas nuevas 
de personas físicas, es decir, auto-certificación del titular cuya razonabilidad 
debe ser verificada por la institución financiera. A los efectos de determinar 
la residencia de la persona que ejerce el control, se han de seguir los 
mismos procedimientos que para las cuentas preexistentes, pero teniendo 
en cuenta que se debe aportar siempre una autodeclaración.  

Por último, señalamos que al tratarse de un estándar está sujeto a los 
procedimientos de revisión interpares que son realizados por el Foro Global 
sobre Transparencia e Intercambio de Información con fines tributarios de la 
OCDE. 

4.2. ACUERDO MULTILATERAL DE AUTORIDADES COMPETENTES SOBRE 
INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE INFORMACIÓN DE CUENTAS 
FINANCIERAS  

La firma del Acuerdo Multilateral de Autoridades Competentes sobre Estándar 
común de comunicación de información financiera (en adelante, AMAC CRS, 
BOE 13 de agosto de 2015) tuvo lugar el 29 de octubre de 2014 en Berlín, por 
parte de 50 países y jurisdicciones, entre los que se encontraba España. En 
dicho acto cada una de las jurisdicciones se comprometía a intercambiar en 
2017, caso español, o en el 2018. En total, fueron 100 jurisdicciones las que se 
comprometieron a intercambiar la información en 2017 o en 2018. Desde esa 
fecha se han sumado 27 jurisdicciones con el compromiso de intercambiar 
entre el año 2019 y el año 2027.  

Al amparo del artículo 6 del Convenio Multilateral, el AMAC CRS constituye el 
marco jurídico en el cual quedan fijadas las condiciones del intercambio 
automático de información de cuentas financieras (CRS), como son la 
información que intercambiar, la forma y plazos del intercambio. La 
información se debe intercambiar en el plazo de nueve meses desde el fin del 
año al que se refiere la información. 
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También se recogen las normas sobre confidencialidad y seguridad de la 
información. 

Como consecuencia de la firma de este AMAC CRS el Estándar común de 
reporte elaborado por la OCDE resulta obligatorio para las jurisdicciones 
firmantes.  

El AMAC CRS funciona de manera similar al Convenio Multilateral, se firma 
constituyendo el marco legal, pero luego el intercambio automático opera de 
forma bilateral siendo necesario el depósito por las jurisdicciones de una serie 
de anexos en el órgano de coordinación de la OCDE para que sea efectivo, 
una de las cuales es la lista de las jurisdicciones y países con los que se 
desea efectuar el intercambio. 

4.3. DIRECTIVA 2014/107/UE DEL CONSEJO DE 9 DE DICIEMBRE DE 2014 
QUE MODIFICA LA DIRECTIVA 2011/16/UE  

La publicación de febrero de 2014 del Estándar Común de Intercambio de 
información de cuentas financieras de la OCDE y del modelo de Acuerdo para 
Autoridades Competentes y los Acuerdos FATCA determinaron la necesidad de 
regular el intercambio automático de cuentas financieras en el ámbito de la 
Unión Europea. De esta forma se procedió a modificar la Directiva 2011/16 por 
la Directiva 2014/107/UE del Consejo (DAC2) con la finalidad de incorporar a la 
normativa comunitaria el intercambio automático de cuentas financieras del 
Estándar Común de comunicación elaborado por la OCDE (CRS), ampliando 
de esta forma las categorías de renta sujetas a intercambio eliminado el 
requisito de disponibilidad. 

Hay que destacar que, por primera vez una Directiva comunitaria establece que 
se tiene que interpretar conforme a un instrumento de la OCDE. Así, de cara a 
aplicar el CRS los Estados miembros deben utilizar los Comentarios de la 
OCDE al modelo de Acuerdo para las autoridades competentes y el Estándar 
común de comunicación de información como fuente de interpretación y para 
garantizar la coherencia en la aplicación en los distintos Estados miembros. 

El CRS se aplicó a todos los Estados Miembros de la UE en el año 2017 salvo 
para Austria que lo fue en 2018. Por tanto, España intercambia con otros 26 
Estados Miembros desde 2017 en base a la Directiva, pero como se ha visto 
anteriormente también ha firmado el AMAC CRS por lo que también realiza 
intercambios automáticos de cuentas financieras con otros países y 
jurisdicciones distintos a los integrantes de la Unión Europea.  

Por otra parte, la Unión Europea ha suscrito los siguientes acuerdos para 
intercambiar de forma automática información de cuentas financieras con 
Andorra, Liechtenstein, Mónaco, San Marino y Suiza que se enumeran a 
continuación: 

➢ Protocolo por el que se modifica el Acuerdo entre la Comunidad Europea y 
el Principado de Andorra relativo al establecimiento de medidas 
equivalentes a las previstas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo en 
materia de fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago de 
intereses (Diario Oficial de la UE 01/10/2016).  

➢ Protocolo modificativo del Acuerdo entre la Comunidad Europea y el 
Principado de Liechtenstein relativo al establecimiento de medidas 
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equivalentes a las previstas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo en 
materia de fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago de 
intereses (Diario Oficial de la UE 24/12/2015).  

➢ Protocolo modificativo del Acuerdo entre la Comunidad Europea y el 
Principado de Mónaco por el que se prevén medidas equivalentes a las 
establecidas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo (Diario Oficial de la 
UE 19/08/2016). 

➢ Protocolo modificativo del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la 
República de San Marino relativo al establecimiento de medidas 
equivalentes a las previstas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo en 
materia de fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago de 
intereses (Diario Oficial de la UE 31/12/2015).  

➢ Protocolo modificativo del Acuerdo entre la Comunidad Europea y la 
Confederación Suiza relativo al establecimiento de medidas equivalentes a 
las previstas en la Directiva 2003/48/CE del Consejo en materia de 
fiscalidad de los rendimientos del ahorro en forma de pago de intereses 
(Diario Oficial de la UE 19/12/2015).  

Con Liechtenstein y San Marino se intercambió en septiembre de 2017 
información correspondiente al año 2016. Con Andorra, Mónaco y Suiza se 
efectuó el primer intercambio en septiembre de 2018 relativo a información del 
año 2017. 

4.4. MARCO JURIDICO INTERNO DEL INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE 
CUENTAS FINANCIERAS 

El cumplimiento de las obligaciones establecidas por la DAC2 y por el AMAC 
CRS firmado por España exigían la introducción de una regulación doméstica 
estableciendo la obligación de que las instituciones financieras aplicaran de 
forma efectiva las normas de comunicación de información y diligencia debida a 
partir del 1 de enero de 2016 para poder intercambiar información a partir de 
septiembre de 2017.  

Así, la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria introdujo una nueva 
disposición adicional vigesimosegunda para regular las obligaciones de 
información y de diligencia debida relativas a cuentas financieras en el ámbito 
de la asistencia mutua. Además, se incluyeron dos nuevos tipos de infracción 
en relación con el incumplimiento de estas nuevas obligaciones. 

Se establecen dos obligaciones, por una parte, las instituciones financieras 
deben identificar la residencia de las personas que ostenten la titularidad o el 
control11 de determinadas cuentas financieras conforme a las normas de 
diligencia debida y suministrar información a la Administración tributaria. Por 
otra parte, las personas que ostenten la titularidad o el control de las cuentas 
financieras estarán obligadas a identificar su residencia fiscal en lo que se 

 
11 debiendo interpretarse dicho término de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo y los artículos 8 y 9.5 del Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo. 
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denomina “auto-certificación” ante las instituciones financieras en las que se 
encuentren abiertas dichas cuentas financieras.  

Respecto del régimen sancionador, se establece que la falta de suministro de 
información de las instituciones financieras se sancionará de acuerdo con el 
régimen general del Título IV LGT. Junto con ello, ha sido necesario incluir una 
infracción grave para sancionar el incumplimiento de las nuevas obligaciones 
establecidas en el CRS consistentes en identificar la residencia fiscal que 
resultará aplicable siempre que no conlleve incumplimiento de suministrar 
información.  

Se prevé adicionalmente el bloqueo de las cuentas financieras transcurridos 90 
días en el caso de que, en el momento de apertura de la cuenta, no se aporte 
la correspondiente autocertificación12. Esta previsión también resulta de 
aplicación en relación con las obligaciones de diligencia debida y suministro de 
información relativas a las cuentas en virtud del Acuerdo FATCA. 

Además, la DA 22ª13 prevé que el período de tiempo de conservación por las 
instituciones financieras de los documentos, pruebas y autocertificaciones que 
hayan sido utilizadas en el cumplimiento de las obligaciones de información y 
de diligencia debida debe cubrir hasta la finalización del quinto año siguiente a 
aquel en el que se deba presentar la correspondiente declaración informativa. 
También se aplica a las obligaciones relativas al Acuerdo FATCA. 

Por último14, se establece que, con carácter previo al referido suministro, las 
instituciones financieras están obligadas a comunicar a las personas físicas 
titulares de las cuentas financieras que la información sobre ellas a que se 
refiere este real decreto será comunicada a la Administración tributaria y 
transferida al país o jurisdicción que corresponda en aplicación de la DAC2 y el 
AMAC CRS. 

Tal como se indica en esta DA 22ª LGT, las normas de diligencia debida y las 
obligaciones de suministro de información han sido reguladas a nivel 
reglamentario por el Real Decreto 1021/2015, de 13 de noviembre (BOE de 17 
de noviembre de 2015), por el que se establece la obligación de identificar la 
residencia fiscal de las personas que ostenten la titularidad o el control de 
determinadas cuentas financieras y de informar acerca de las mismas en el 
ámbito de la asistencia mutua (en adelante, RD 1021/2015). 

En el Real Decreto se recogen las instituciones financieras obligadas a aplicar 
las normas de diligencia debida y a comunicar la información y también se 
detalla el contenido de la información a intercambiar. 

 
12 Para las cuentas financieras abiertas a partir de 1 de enero de 2016 
13 Modificación del plazo inicial de 4 años a 5 años por la Ley 11/2021, de 9 de julio, de 
medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 
2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra las 
prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior, 
de modificación de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego 
14 Modificación del apartado 7 de la DA 22ª introducida por Ley 13/2023, de 24 de mayo, por la 
que se modifican la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en transposición de la 
Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021, por la que se modifica la 
Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, y 
otras normas tributarias 
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El anexo del RD 1021/2015 contiene las normas y procedimientos de diligencia 
debida que deberán aplicar las instituciones financieras respecto de las cuentas 
financieras abiertas en ellas para identificar la residencia fiscal de las personas 
que ostenten la titularidad o el control de aquellas y determinar si tales cuentas 
están sujetas a la obligación de informar, distinguiéndose a estos efectos entre 
cuentas preexistentes y cuentas nuevas. A su vez, según su titular, se distingue 
entre cuentas de personas físicas y cuentas de entidades. 

La obligación de suministrar información se limita a las cuentas cuya titularidad 
o control corresponda a personas residentes fiscales en alguno de los países o 
jurisdicciones con los que existe obligación de intercambiar información en el 
ámbito de la asistencia mutua. La lista de los citados países y jurisdicciones se 
contienen en los Anexos I y II de la Orden HAP/1695/2016, de 25 de octubre, 
por la que se aprueba el Modelo 289, de declaración informativa anual de 
cuentas financieras en el ámbito de la asistencia mutua, que son objeto de 
actualización anual a los efectos de incluir los nuevos países y jurisdicciones 
con los que resulta obligatorio el intercambio automático. De esta manera las 
instituciones financieras pueden conocer, antes del inicio del período de 
declaración del modelo 289 (1 de enero a 31 de mayo de cada ejercicio) cuáles 
serán las jurisdicciones respecto de las que deberán recopilar información de 
sus residentes titulares de cuentas financieras y personas que ejercen el 
control de entidades titulares de cuentas financieras. 

No obstante, ha de tenerse en cuenta que, a raíz de la modificación efectuada 
en el artículo 4 del RD 1021/2015 por el RD 366/2021, para las declaraciones 
presentadas a partir del 1 de enero de 2022, no sólo habrá obligación de 
presentar la correspondiente declaración informativa cuando se detecten 
cuentas de titulares o de personas que ejercen el control residentes en las 
jurisdicciones reportables enumeradas en el Anexo I de la Orden 
HAP/1695/2016, sino que las instituciones financieras obligadas también 
deberán presentar el modelo 289 aun cuando, tras la aplicación de las normas 
de diligencia debida contenidas en el anexo del RD 1021/2015, se determine 
que no existen cuentas sujetas a comunicación de información de conformidad 
con el apartado D de la sección VIII del citado anexo. Esta obligación (conocida 
como “nil reporting”) no viene exigido por el CRS, pero, sin embargo, ha sido 
introducida por la administración tributaria de nuestro país como parte de su 
estrategia de cumplimiento con el CRS. 

4.5. MODIFICACIÓN DEL ESTÁNDAR COMÚN DE REPORTE DE CUENTAS 
FINANCIERAS.  

La aparición de los activos financieros virtuales y la experiencia de las 
administraciones tributarias en la utilización de la información intercambiada ha 
llevado a la primera revisión del estándar CRS. En este sentido, en agosto de 
2022, a nivel internacional se ha aprovechado la aprobación del nuevo marco 
que regirá el intercambio automático de los criptoactivos para modificar el 
estándar CRS y requerir información adicional sobre las cuentas financieras, 
así como incorporar de forma explícita el dinero electrónico, obligando a 
comunicar también información sobre las monedas digitales de bancos 
centrales.  

A nivel internacional, por una parte, esta revisión se ha incorporado a la 
Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo de 17 de octubre de 2023 (DAC8) por la 
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que se modifica la Directiva 2011/16/UE. Por otra parte, estas modificaciones 
del estándar CRS han quedado incorporadas a través de la Adenda al Acuerdo 
Multilateral de Autoridades Competentes sobre intercambio automático de 
información de cuentas financieras, hecho en Berlín el 29 de octubre de 2014, 
que fue firmada por España el 21 de noviembre de 2024 (BOE 27 de mayo de 
2025). 

En este momento, en España queda pendiente el desarrollo normativo interno 
de estas modificaciones. 
 
5.  INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE TAX RULINGS 

Con el fin de luchar contra la erosión y el traslado de bases imponibles, el 
Marco Inclusivo BEPS (Base Erosion and Profit Shifting) de la OCDE/G20 y la 
Unión Europea impulsaron a finales del 2014 una mayor transparencia en 
relación con los denominados acuerdos que inciden en los riesgos BEPS, 
concepto en el que se incluyen los acuerdos tributarios previos con 
contribuyentes específicos con efectos transfronterizos y los acuerdos previos 
sobre precios de transferencia. En relación con el intercambio de estos 
acuerdos existen dos marcos de intercambio de naturaleza distinta.  

Por una parte, impulsado por la OCDE en el marco de la Acción 5 BEPS como 
estándar mínimo, se ha configurado este intercambio de tax rulings como un 
intercambio espontáneo obligatorio en el marco de: 

• Convenios para evitar la doble imposición o Acuerdos Internacionales de 
Intercambio de Información. 

• Convenio de Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, hecho en 
Estrasburgo el 25 de enero de 1988, enmendado por Protocolo hecho en 
París el 27 de mayo de 2010, cuyo artículo 6 permite el intercambio 
automático de información en materia tributaria entre los Estados firmantes. 

• Estados Miembros de la UE, al amparo del artículo 9.2 de la Directiva 
2011/16/UE en el que se hace referencia al intercambio espontáneo 

Los rulings que son objeto de intercambio son los acuerdos relativos a 
regímenes preferenciales, los APAs unilaterales, los acuerdos de ajustes a la 
baja de beneficios, los acuerdos sobre establecimientos permanentes y los 
acuerdos sobre entidades canalizadoras de renta. 

La información que se intercambia incluye los datos identificativos del 
contribuyente, el resumen del acuerdo, la fecha de emisión del ruling y los años 
de vigencia, el tipo de ruling, el importe de la transacción (si existe) y los datos 
de las entidades afectadas. Como vemos, no se intercambia el texto íntegro del 
acuerdo sino un resumen del mismo. En el caso de que sea necesario el texto 
completo del acuerdo, se debería acudir al intercambio previa petición15. 

 
15 Considerando (16) de la DAC7: En caso necesario, tras la fase de intercambio automático y 
obligatorio de información con arreglo a la presente Directiva, un Estado miembro debe poder 
acogerse al artículo 5 de la Directiva 2011/16/UE en lo que se refiere al intercambio de 
información previa solicitud para obtener información adicional del Estado miembro que haya 
formulado los acuerdos previos con efecto transfronterizo o los acuerdos previos sobre precios 
de transferencia, incluido el texto íntegro de los mismos. 
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El intercambio de rulings se efectúa con las jurisdicciones que en las que haya 
alguna entidad o persona afectada por el ruling adoptado. 

Este intercambio automático y obligatorio debe tener lugar en el plazo de tres 
meses a partir del final del semestre del año natural durante el cual se hayan 
formulado, modificado o renovado los acuerdos previos con efecto 
transfronterizo o los acuerdos previos sobre precios de transferencia. El 
intercambio de rulings se realizó en el año 2017. No obstante, también se 
concedió un plazo adicional para intercambiar los rulings antiguos todavía 
vigentes.  

Por otra parte, en la Unión Europea, el intercambio automático se realiza entre 
los Estados Miembros UE conforme a lo dispuesto en la Directiva 
2015/2376/UE, que modifica la Directiva 2011/16/UE (conocida como DAC 3), 
que en el artículo 8 bis incluye el intercambio automático de los tax rulings. 
Respecto del ámbito objetivo, hay que señalar que además de los rulings que 
son objeto de intercambio en el ámbito de la Acción 5 BEPS, también se 
intercambian los APAS bilaterales o multilaterales (o la solicitud, en su caso) y 
los acuerdos relativos a la situación de una entidad hibrida. 

Respecto a la información que se intercambia, en el caso del ámbito DAC3, se 
ha establecido que adicionalmente a lo indicado más arriba es preciso remitir la 
descripción de los criterios y métodos de valoración utilizados. Además, hay 
que tener en cuenta que tras la modificación introducida por la DAC7 en el 
artículo 8.bis Directiva 2011/16, la referencia a que el resumen del acuerdo que 
se intercambia debía ser “en términos abstractos” ha quedado sustituida por la 
expresión “resumen (,,,) que incluya cualquier otra información que pueda 
ayudar a la autoridad competente a evaluar un posible riesgo fiscal”, es decir, 
tras la modificación operada se aclara que el resumen tiene que servir para 
poder evaluar los posibles riesgos fiscales.   

En el ámbito de la DAC3, se ha considerado que la transparencia debía 
alcanzar a todos los Estados miembros y no solo a los que, a criterio del 
Estado miembro emisor del acuerdo, se consideren como afectados por el 
mismo. Por ello, este intercambio automático no adopta la forma de 
intercambios bilaterales, sino que se instrumenta a través de la publicación de 
la información estipulada en una base de datos común (“Directorio”) a la que 
tienen acceso todos los Estados miembros. 

En la redacción inicial de la DAC3, a diferencia de los intercambios en el ámbito 
de la Acción 5 BEPs, los rulings que afectaban a personas físicas no eran 
objeto de intercambio. Sin embargo, la Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo 
de 17 de octubre de 2023 (DAC8) ha modificado el alcance del artículo 8 bis de 
la Directiva 2011/16/UE para ampliar el intercambio a los rulings emitidos a 
partir del 1 de enero de 2026 que afecten a personas físicas cuando el importe 
de la operación supere los 1.500.000 EUR o cuando se trate de tax rulings 
sobre residencia fiscal. 

Al tratarse de un estándar mínimo, la Acción 5 BEPS está sujeta a un proceso 
de revisión inter pares sobre las más de 130 jurisdicciones que intercambian 
esta información. 
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6. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE INFORMES PAÍS POR PAÍS 
(COUNTRY BY COUNTRY – CBC)  

Un componente clave del pilar de transparencia de las normas mínimas BEPS 
es la obligación de que todos los grandes grupos multinacionales de empresas 
presenten un Informe país por país (CbC). 

Con el objeto de mejorar e incrementar el nivel de transparencia fiscal 
internacional y que las Administraciones tributarias dispongan de información 
relativa a la distribución mundial de rentas, impuestos pagados y demás 
indicadores de la ubicación de la actividad económica entre las jurisdicciones 
fiscales en las que operan los grandes Grupos Multinacionales (GM), la Acción 
13 BEPS de la OCDE establece la obligación de que dichos grupos presenten 
anualmente un informe País por País (“PpP”) o, Country by Country (“CbC“), 
según terminología internacional.  

El Informe país por país, junto con la documentación específica del grupo 
(«Master file») y la documentación específica del contribuyente («Local file») 
configuran una estructura de tres niveles que representa la posición estándar 
adoptada en materia de documentación de precios de transferencia, y que 
proporcionará a las administraciones tributarias información pertinente y fiable 
para un análisis sólido y eficiente de riesgos en materia de precios de 
transferencia. 

Esta obligación afecta a aquellos grupos multinacionales en los que el importe 
neto de la cifra de negocios consolidada del conjunto de personas o entidades 
que formen parte del grupo multinacional en los doce meses anteriores supere 
los 750 millones EUR al inicio del período impositivo. 

El Informe de la Acción 1316 BEPS proporciona una plantilla para que estos 
grupos multinacionales informen anualmente y para cada jurisdicción fiscal en 
la que operan el importe de los ingresos, los beneficios antes del impuesto 
sobre sociedades y el impuesto sobre sociedades pagado y devengado, así 
como el número de empleados, capital declarado, beneficios no distribuidos y 
activos materiales. Los grupos de empresas multinacionales también deben 
identificar a cada entidad dentro del grupo que opera en una jurisdicción 
determinada y proporcionar una indicación de las actividades empresariales a 
las que se dedica cada entidad.  

La regla general es que la entidad matriz última de un grupo de empresas 
multinacionales prepare y presente su Informe CbC a la administración 
tributaria de su jurisdicción de residencia fiscal (“presentación centralizada”). 
Esta administración tributaria intercambiará el informe CbC recibido con las 
administraciones fiscales de las jurisdicciones enumeradas en el informe CbC 
como lugares en los que el Grupo MNE tiene una entidad del grupo residente a 
efectos fiscales.  

Este intercambio automático se realiza, en el ámbito de la UE, al amparo de la 
Directiva (UE) 2016/881 del Consejo, de 25 de mayo de 2016, que modifica la 
Directiva 2011/16/UE en lo que respecta al intercambio automático obligatorio 
de información en el ámbito de la fiscalidad (conocida como DAC 4), 
introduciendo el artículo 8 bis bis. Para el ámbito OCDE, este intercambio 

 
16 Precios de transferencia. Documentación e informes país por país - Acción 13: Informe final 
2015, OCDE, 2015 
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automático se puede realizar al amparo de un Acuerdo internacional (como el 
Convenio Multilateral Asistencia administrativa mutual en materia fiscal 
(OCDE/Consejo de Europa, 2011) o un Convenio para evitar la doble 
imposición o un Acuerdo de Intercambio de Información Fiscal) que permita el 
Intercambio Automático de Información. Al amparo de estos Acuerdos, se firmó 
el Acuerdo multilateral entre Autoridades competentes para el intercambio de 
Informes país por país en París el 27 de enero de 2016, que establece los 
detalles operativos del intercambio automático de informes CbC17.  

El intercambio automático de los informes CBC está sujeto a condiciones, 
incluyendo a las jurisdicciones que tengan un marco legal que contemple los 
informes país por país, que cumplan con las condiciones de confidencialidad, y 
de uso apropiado de la información contenida en los informes país por país. 

En el caso de que una determinada jurisdicción no tenga en vigor para un 
período determinado instrumentos jurídicos que habiliten el intercambio 
automático, podrá exigir el informe CbC a las entidades de grupos 
multinacionales residentes en su jurisdicción (es lo que se conoce como “local 
filing”).  

Por otra parte, la presentación del informe CbC lo puede hacer la sociedad 
matriz en su jurisdicción de residencia, pero también puede designar a otra 
entidad del grupo (“entidad designada”) para que se presente el informe CbC 
que posteriormente será intercambiado con el resto de las jurisdicciones. Un 
motivo que puede justificar esta opción podría ser que la jurisdicción de la 
entidad designada tenga una red de intercambios más amplia que la 
jurisdicción de la entidad matriz. La presentación por la entidad designada en 
este caso evitaría la imposición de las obligaciones de declarar a nivel local. 

Hay que señalar que, en el ámbito de la DAC4, se intercambian los informes 
CbC que se presenten en la modalidad de “local filing”. En todo caso, hay que 
señalar que los informes presentados como local filing, son cada vez menos 
debido al gran número de jurisdicciones cubiertas con el AMAC CbC. 

El intercambio se debe llevar a cabo dentro de los 1518 meses siguientes al 
último día del periodo al que la información se refiere. En 2018 por primera vez, 
las autoridades fiscales de todo el mundo recibieron la información sobre 
grandes grupos de empresas multinacionales relativa a periodos impositivos 
que comenzaron a partir del 1 de enero de 2016.  

Como hemos indicado más arriba, en el informe de la Acción 13 y en el AMAC 
CbC se recoge como uno de los requisitos que los informes CbCs están sujetos 
a un uso apropiado por parte de las jurisdicciones, debiendo utilizarse para la 
evaluación del riesgo de precios de transferencia de alto nivel, la evaluación de 
otros riesgos relacionados con la erosión de la base imponible y el traslado de 
beneficios y el análisis económico y estadístico, si procede.  

Dado que se trata de uno de los cuatros estándares mínimo de BEPS, la 
obligación de presentar el informe CbC que figura en el Informe de la Acción 13 

 
17 También se pueden firmar Acuerdos Bilaterales de Autoridades Competentes como se ha 
hecho con Estados Unidos de América. En el caso de España, el Acuerdo administrativo entre 
la autoridad competente del Reino de España y la autoridad competente de los Estados Unidos 
de América para el intercambio de informes país por país, se firmó en diciembre de 2017 
18 Salvo para el primer año en el que el plazo se establece en 18 meses. 
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de 2015 está sujeta a la revisión inter pares para garantizar una aplicación 
puntual y precisa y salvaguardar la igualdad de condiciones. Todos los 
miembros del Marco Inclusivo BEPS se comprometen a la aplicación de la 
estándar mínimo de la Acción 13 y a participar en la revisión inter pares. En la 
actualidad, más de 120 jurisdicciones perteneciente al Marco Inclusivo BEPS 
han introducido legislación para exigir la presentación del informe CbC a los 
grupos multinacionales. 

A los efectos de poder atender a las obligaciones establecidas en el AMAC 
CbC, la DAC4, así como el Acuerdo bilateral con Estados Unidos, ha sido 
preciso regular esta obligación informativa en el ámbito interno. Así, el 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
634/2015, de 10 de julio, y modificado por el Real Decreto 1178/2020, de 29 de 
diciembre, en su artículo 13.1 determina las entidades que están obligadas a 
presentar la información CbC ante la administración tributaria y en el artículo 14 
regula las condiciones para que la información país por país sea exigible y el 
contenido de dicha información. 

Además, de acuerdo con dicho artículo 13.1 del Reglamento del Impuesto 
sobre Sociedades, cualquier entidad residente en territorio español que forme 
parte de un grupo obligado a presentar la información país por país está 
obligada a comunicar a la Administración tributaria la identificación y el país o 
territorio de residencia de la entidad obligada a elaborar dicha información. 

La Orden HFP/1978/2016, de 28 de diciembre, modificada por la Orden 
HAC/941/2018, de 5 de septiembre y por la Orden HAC/1285/2020, de 29 de 
diciembre, ha aprobado el Modelo 231 de “Declaración de información país por 
país”, que deben presentar las entidades al objeto de cumplir con las 
obligaciones de información previstas en el Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades en el plazo que transcurre desde el día siguiente a la finalización 
del período impositivo al que se refiera la información y hasta que transcurran 
doce meses desde la finalización de dicho periodo impositivo. 
 
7. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO DE MECANISMOS 

TRANSFRONTERIZOS 

En 2021 comenzó un nuevo intercambio de información, en el ámbito de la UE, 
conforme lo previsto en la Directiva (UE) 2018/822 del Consejo, de 25 de mayo 
de 2018, que modifica la Directiva 2011/16/UE por lo que se refiere al 
intercambio automático y obligatorio de información en el ámbito de la 
fiscalidad en relación con los mecanismos transfronterizos sujetos a 
comunicación de información (conocida como DAC 6). Esta Directiva introdujo 
un nuevo artículo 8 bis ter en la Directiva 2011/16 para recoger este nuevo 
intercambio automático. 

La DAC6 ha establecido que las personas o entidades que tengan la 
consideración de intermediarios o de obligados tributarios interesados deberán 
suministrar a la Administración tributaria información de mecanismos 
transfronterizos en los que intervengan o participen cuando concurran alguna 
de las señas distintivas. 

Las señas distintivas son características o particularidades de un mecanismo 
transfronterizo que suponen una indicación de riesgo potencial de elusión 
fiscal. Para que un mecanismo transfronterizo esté sujeto a comunicación de 
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información debe concurrir, como mínimo, una de las señas distintivas que 
figuran en el anexo IV de la Directiva 2011/16/UE. En un mismo mecanismo 
pueden concurrir una o varias señas distintivas simultáneamente.  

Como regla general, el declarante de los mecanismos es el intermediario, si 
bien, en determinados casos, dichos intermediarios no están obligados y lo 
pasan a estar otros intermediarios19 que participan en el mecanismo o el propio 
contribuyente interesado.  

La información que se debe intercambiar incluye la identificación y residencia 
de los intermediarios y contribuyentes interesados, la información detallada 
sobre las señas distintivas, un resumen del contenido del mecanismo 
transfronterizo, la fecha de ejecución, referencia a las disposiciones nacionales 
que constituyen la base del mecanismo, el valor del mecanismo y la 
determinación del Estado miembro interesado y afectado. 

Los intermediarios deben presentar la declaración en un plazo de 30 días 
naturales siguientes al nacimiento de la obligación de declarar.  

El intercambio automático de la información tiene lugar en el plazo de un mes a 
partir del final del trimestre en que se haya declarado la información. En este 
caso, al igual que ocurría en relación con el intercambio DAC3 la transmisión 
de la información no se efectúa directamente entre Estos miembros, sino que la 
información intercambiar se transmite a un directorio central, al que los Estados 
miembros tienen acceso. 

La DAC6 ha sido objeto de trasposición a nuestro ordenamiento interno por la 
siguiente normativa:  

- La Ley 10/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, que introduce, la Disposición adicional 
vigésima tercera. Obligación de información sobre mecanismos transfronterizos 
de planificación fiscal y la Disposición adicional vigésima cuarta. Obligaciones 
entre particulares derivadas de la obligación de información de los mecanismos 
de planificación fiscal. Hay que tener en cuenta las modificaciones y nuevos 
apartados de la Disposición adicional 23ª LGT introducidas por la Ley 13/2023, 
de 24 de mayo,  

- El Real Decreto 243/2021, de 6 de abril, por el que se modifica el Reglamento 
General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 
tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de 
aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de 
julio, en transposición de la Directiva (UE) 2018/822 del Consejo, de 25 de 
mayo de 2018, que modifica la Directiva 2011/16/UE, por lo que se refiere al 
intercambio automático y obligatorio de información en el ámbito de la 
fiscalidad en relación con los mecanismos transfronterizos sujetos a 
comunicación de información. Este Real Decreto introduce una nueva 

 
19 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha dictado la Sentencia de 8 de diciembre de 
2022 (asunto C694/20), en la que declara contraria al Derecho de la Unión Europea la 
obligación de comunicación entre intermediarios vinculada a la dispensa de información por 
secreto profesional prevista por la Directiva (UE) 2018/822 del Consejo de 25 de mayo de 2018 
que modifica la Directiva 2011/16/UE por lo que se refiere al intercambio automático y 
obligatorio de información en el ámbito de la fiscalidad en relación con los mecanismos 
transfronterizos sujetos a comunicación de información de la DAC 
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Subsección 5ª en la sección 2ª del capítulo V del título II del Reglamento 
(RGAT), titulada “Obligaciones de información de los mecanismos 
transfronterizos de planificación fiscal”. Hay que tener en cuenta también las 
modificaciones llevadas a cabo por el Real Decreto 117/2024, de 30 de enero 
por el que se desarrollan las normas y los procedimientos de diligencia debida 
en el ámbito del intercambio automático obligatorio de información comunicada 
por los operadores de plataformas, y se modifican el Reglamento General de 
las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de 
desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los 
tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, en 
trasposición de la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021 
por la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación 
administrativa en el ámbito de la fiscalidad, y otras normas tributarias.  

- La Orden HAC/342/2021, de 12 de abril, por la que se aprueba el modelo 234 
de «Declaración de información de determinados mecanismos transfronterizos 
de planificación fiscal», el modelo 235 de «Declaración de información de 
actualización de determinados mecanismos transfronterizos comercializables» 
y el modelo 236 de «Declaración de información de la utilización de 
determinados mecanismos transfronterizos de planificación fiscal».  

Fuera del ámbito de la UE, lo que se ha establecido es la posibilidad de 
intercambiar de forma automática únicamente los mecanismos de elusión del 
estándar común de comunicación de información y de las estructuras 
extraterritoriales opacas. A este intercambio se le conoce con el nombre de 
Mandatory Disclosure Rules (MDR).  

La OCDE elaboró las Normas modelo de comunicación obligatoria de 
información, con el fin de proporcionar a las administraciones tributarias 
información sobre los Mecanismos de elusión del Estándar común de 
comunicación de información y las Estructuras extraterritoriales opacas, así 
como sobre quienes utilizan dichos Mecanismos y quienes participan en su 
diseño, comercialización e implantación.  

Por tanto, en el ámbito de la OCDE, el intercambio automático que se ha 
previsto en relación con los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal 
no es tan amplio como el fijado por la DAC6 ya que solo son objeto de 
intercambio los mecanismos de elusión del CRS y las estructuras 
extraterritoriales opacas. 

Junto con las normas modelo la OCDE preparó el correspondiente Acuerdo 
Multilateral de Autoridades Competentes que, con base en el artículo 6 de la 
Convenio Multilateral de Asistencia Administrativa Mutua, fija los detalles del 
intercambio. España firmó el 9 de noviembre de 2022 el Acuerdo Multilateral 
entre Autoridades competentes sobre intercambio automático de información 
relativa a los mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación de 
información y las estructuras extraterritoriales opacas (BOE 18 de septiembre 
de 2023). 

Respecto de la normativa interna, nos remitimos a las reseñadas para la 
trasposición de la DAC6, que habría que completar con la Orden 
HAC/266/2024, de 18 de marzo, por la que se aprueba el modelo 239, 
"Declaración de información de determinados mecanismos de planificación 
fiscal en el ámbito del Acuerdo Multilateral entre Autoridades Competentes 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=http%3A//www.boe.es/buscar/act.php%3Fid%3DBOE-A-2024-5722&g=YzhkNTU1ZDg5ZGM0ZTMyNg==&h=MWIyMjdlMDc1MGFhNGI0OTI3YTllZjcyNzFkNTgzNWVmMmJhNTY1ZGYyOGI2NjM2Zjk1NjI1Y2QxZDkzMmYxNQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo2MTExYTkzOWIyOTI3ODA2NzFmNTk0NWZkYzlmYzRlNDo3OnA6Rg==
https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=http%3A//www.boe.es/buscar/act.php%3Fid%3DBOE-A-2024-5722&g=YzhkNTU1ZDg5ZGM0ZTMyNg==&h=MWIyMjdlMDc1MGFhNGI0OTI3YTllZjcyNzFkNTgzNWVmMmJhNTY1ZGYyOGI2NjM2Zjk1NjI1Y2QxZDkzMmYxNQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo2MTExYTkzOWIyOTI3ODA2NzFmNTk0NWZkYzlmYzRlNDo3OnA6Rg==
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sobre intercambio automático de información relativa a los mecanismos de 
elusión del Estándar común de comunicación de información y las estructuras 
extraterritoriales opacas" y se establecen las condiciones y el procedimiento 
para su presentación, y se modifica la Orden HAC/342/2021, de 12 de abril, por 
la que se aprueba el modelo 234 de "Declaración de información de 
determinados mecanismos transfronterizos de planificación fiscal", el modelo 
235 de "Declaración de información de actualización de determinados 
mecanismos transfronterizos comercializables" y el modelo 236 de 
"Declaración de información de la utilización de determinados mecanismos 
transfronterizos de planificación fiscal".  

No obstante, en estos momentos todavía no han comenzado estos 
intercambios. En la medida en que no es estándar mínimo, el AMAC no incluye 
una fecha para el primer intercambio, sino que los intercambios se iniciarán de 
acuerdo con las notificaciones depositadas por cada jurisdicción.  
  
8. INTERCAMBIO AUTOMÁTICO RELATIVO A PLATAFORMAS 

DIGITALES 

La digitalización de la economía ha avanzado rápidamente en años recientes, 
favoreciendo un entorno en el que, cada vez más, las rentas de las actividades 
comerciales se perciben a través de plataformas digitales establecidas en otra 
jurisdicción. Para luchar contra la ausencia de información en estos escenarios 
transfronterizos, las administraciones tributarias han establecido a las 
plataformas obligaciones domésticas de información, o bien les han dirigido 
requerimientos puntuales de información. En un contexto internacional de 
fortalecimiento de los mecanismos de intercambio de información, surge la 
necesidad de establecer un nuevo intercambio automático que cubriera la 
información sobre los ingresos obtenidos a través de plataformas digitales. 

En el ámbito de la UE, la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo 
de 2021 por la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la 
cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad (conocida como DAC7) 
ha introducido un nuevo artículo 8 bis quater en la Directiva 2011/16, 
estableciendo para las plataformas digitales una obligación de comunicación 
anual de información que se aplique en todo el mercado interior y un posterior 
intercambio automático.  

Las actividades comerciales cubiertas por este nuevo intercambio de 
información incluyen el arrendamiento de bienes inmuebles, los servicios 
personales, la venta de bienes y el arrendamiento de cualquier medio de 
transporte, siempre que conlleven una contraprestación económica.   

Esta obligación de comunicación se efectúa en un único Estado miembro que 
posteriormente intercambiará de forma automática la información al Estado 
miembro que tenga derecho a gravar las rentas obtenidas a través de las 
plataformas que será el país de residencia del vendedor y, en el caso de que la 
actividad sea de arrendamiento de bienes inmuebles, el país en el que se 
ubiquen los bienes inmuebles. Por su parte, la OCDE había aprobado las 
“reglas modelo” para el intercambio automático de información de plataformas 
que operan en el ámbito de la “Sharing and Gig Economy” (“Digital Platform 
Income” DPI) que se completaron posteriormente con un módulo opcional 
referido a la actividad de venta de bienes. Junto con ello, al amparo del artículo 
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6 del Convenio de Asistencia Mutua en materia fiscal, también se aprobó el 
correspondiente modelo de Acuerdo de Autoridades Competentes para el 
intercambio automático de información relativa a ingresos obtenidos a través de 
plataformas digitales. España firmó este AMAC DPI el 9 de noviembre de 2022 
(BOE 19 de septiembre de 2023). 

Es preciso señalar que en el ámbito europeo esta obligación de comunicación 
de información abarca tanto las actividades transfronterizas como las no 
transfronterizas a fin de garantizar el correcto funcionamiento del mercado 
interior, la igualdad de condiciones y el principio de no discriminación. Para 
facilitar la consecución de estos objetivos, se exige a los operadores de 
plataforma extranjeros que se registren y comuniquen la información en un 
único Estado miembro para poder operar en el mercado interior. 

Con el término “vendedor” la Directiva se está refiriendo a los usuarios de las 
plataformas que están registrados y que realizan la actividad. No obstante, 
teniendo en cuenta la finalidad perseguida, se configuran una serie de 
supuestos en los que los vendedores quedan excluidos de la de la obligación 
de informar, como es el caso de grandes operadores hoteleros, entidades 
gubernamentales o entidades cotizadas en mercados regulares de valores (y 
sus filiales). Además, en el caso de plataformas de venta de bienes, también 
quedan excluidos aquellos vendedores que anualmente no realicen más de 30 
operaciones en una misma plataforma, siempre que el importe total de las 
mismas no exceda de 2.000 €. 

Como hemos señalado, la DAC7 ha previsto que esta obligación de 
información se imponga también a los operadores de plataformas extranjeros20 
para garantizar la igualdad de condiciones entre todas las plataformas digitales, 
impidiendo de este modo la competencia desleal. En el ámbito de la OCDE, se 
había aprobado las denominadas “reglas modelo” o “normas tipo” para el 
intercambio automático de información de plataformas que operan en el ámbito 
de la economía colaborativa y de trabajo esporádico y por encargo. 
Adicionalmente, estas reglas modelo se completaron posteriormente con un 
módulo opcional referido a la actividad de venta de bienes. En todo caso, hay 
que señalar que, aunque se trata de marcos internacionales sustancialmente 
similares, el ámbito de aplicación de las normas tipo de la OCDE no coincide 
exactamente con el de la DAC721. 

La articulación entre ambos marcos internacionales ha quedado establecida de 
forma que se exime de comunicar la información, en el marco de la DAC7, a 
aquellos operadores de plataforma autorizados de territorios no pertenecientes 
a la Unión que comuniquen información equivalente a las autoridades 
tributarias del territorio no perteneciente a la Unión, las cuales, a su vez, 
enviará dicha información a las administraciones tributarias de los Estados 

 
20 que lleven a cabo actividades comerciales en la Unión, pero no sean residentes a efectos 
fiscales, no se hayan constituido ni estén administrados, ni tengan su establecimiento 
permanente en un Estado miembro 
21 El ámbito de aplicación de las normas tipo no coincide exactamente con el de la DAC7 en lo 

que respecta a los vendedores sujetos a comunicación de información y las plataformas 

digitales que deben comunicar dicha información. En las normas tipo se pueden declarar 
exentas a las plataformas de pequeño tamaño o aquellas cuyo modelo de negocio no genera 
beneficio para sus usuarios. 
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miembros. De este modo, se está evitando que la misma información se 
comunique y se transmita varias veces. 

Por ello, se ha previsto un proceso de la determinación de equivalencia22, de 
forma que la exención de declaración en el marco de la DAC7 resulta solo 
posible si las normas tipo disponen la comunicación de información equivalente 
en relación con actividades pertinentes que entren dentro del ámbito de 
aplicación tanto de la presente Directiva como de las normas tipo. No obstante, 
dado que en el ámbito de la OCDE la venta de bienes se recoge en el módulo 
opcional, mientras que en la DAC7 esta actividad queda incluida sin posibilidad 
de exclusión, se ha previsto la posibilidad de una equivalencia parcial.  

Respecto de la información que es objeto de comunicación e intercambio, se 
incluyen los datos identificativos de la propia plataforma y la información 
correspondiente a los usuarios (“vendedores”) registrados, tanto los datos 
identificativos y país de residencia como los datos trimestrales de la actividad 
desarrollada: número de actividades y contraprestación obtenida, con detalle 
de comisiones, fianzas, tributos y otras cantidades retenidas por las 
plataformas. Se informa también sobre la identificación de la cuenta financiera 
utilizada para las operaciones y su titular, siempre y cuando esté a disposición 
de la plataforma  

Para los casos de arrendamiento de inmuebles, además de la información 
anterior, se deberá informar de la dirección del inmueble, el número de 
referencia catastral o su equivalente, si se conoce, el número de días que se ha 
arrendado cada inmueble, así como la contraprestación obtenida 
trimestralmente por cada inmueble. 

Como ya es habitual en estos nuevos intercambios automáticos, se prevén 
unos procedimientos de diligencia debida a los que se tienen que sujetar las 
plataformas digitales, que alcanzan a la recopilación y verificación de la 
información sobre los vendedores, en especial, sobre la determinación del país 
o jurisdicción de residencia. Para las plataformas que operen en el ámbito del 
alquiler de inmuebles, es preciso identificar la localización de los mismos, por 
cuanto la información no sólo se intercambia en función de la residencia del 
vendedor, sino que adicionalmente hay que transmitir la información al país o 
jurisdicción de localización del inmueble.  

La verificación de la corrección de la información se efectuará, con carácter 
general, utilizando aquella que estuviera en los propios archivos del operador. 
No obstante, la comprobación de los números de identificación fiscal se podrá 
realizar a través de cualquier interfaz electrónica gratuita puesta a disposición 
por los países o jurisdicciones a estos efectos. A los efectos de considerar a un 
vendedor como excluido, se podrá utilizar la información públicamente 
disponible, así como los registros disponibles por el operador. 

Respecto del plazo de comunicación, hay que señalar que se trata de un plazo 
breve, a más tardar el 31 de enero del año siguiente al año natural al que se 

 
22 Más concretamente, la Comisión debe determinar, mediante actos de ejecución, si la 
información que debe intercambiarse en virtud de un acuerdo entre las autoridades 
competentes de un Estado miembro y un territorio no perteneciente a la Unión es equivalente a 
la información especificada en la presente Directiva 
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refiere la información, ya que el objetivo es que las administraciones dispongan 
de la información antes de que finalice el plazo de declaración de estas rentas.  

En el caso de que el intercambio se realice al amparo de la DAC7, éste se 
deberá realizar en un plazo máximo de dos meses a partir del final del año 
natural al que se refiere la información. Si el intercambio tiene lugar amparado 
por el Acuerdo multilateral de autoridades competentes, la trasmisión se deberá 
realizar en un plazo máximo de cuatro meses a partir del final del año natural al 
que se refiere la información.  

En el marco de la DAC7 los primeros intercambios se llevaron a cabo en el año 
2024, en relación con la información relativa al año anterior. 

La trasposición de la DAC7 y la implantación del Acuerdo multilateral en 
nuestro ordenamiento interno ha sido realizada por la Ley 13/2023 de 24 de 
mayo, por la que se modifican la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en transposición de la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de 
marzo de 2021, por la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la 
cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, y otras normas 
tributarias que ha modificado la Ley General Tributaria, introduciendo una 
nueva Disposición Adicional 25ª en la que se establecen las nuevas 
obligaciones de registro y comunicación de la información aplicando los 
procedimientos de diligencia debida. Se reconoce el deber de conservación de 
los documentos. También quedan reguladas las infracciones y sanciones 
derivadas del incumplimiento de estas obligaciones as. Por último, se establece 
la obligación de los operadores de plataforma de informar a cada “vendedor” 
sujeto a comunicación de información, que la información sobre el mismo será 
suministrada a la Administración tributaria y transferida al país que corresponda 
conforme a la regulación aplicable.  

La regulación a nivel interno se completa con el Real Decreto 117/2024, de 30 
de enero, que modifica el Real Decreto 1065/2007 por el que aprobó el 
Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria que modifica el artículo 54 ter para introducir el desarrollo 
de las nuevas obligaciones relativas a las plataformas digitales. Asimismo, se 
crean el “Registro de operadores de plataforma extranjeros no cualificados y el 
“Registro de otros operadores de plataforma obligados a comunicar 
información” regulando el alta, modificación y baja en los mencionados 
registros.  

Por último, la Orden HAC/72/2024, de 1 de febrero ha aprobado el modelo 040 
«Declaración censal de alta, modificación y baja en el registro de operadores 
de plataforma extranjeros no cualificados y en el registro de otros operadores 
de plataforma obligados a comunicar información» y el modelo 238 
«Declaración informativa para la comunicación de información por parte de 
operadores de plataformas», y se establecen las condiciones y el 
procedimiento para su presentación. El modelo 238 debe presentarse durante 
el mes de enero del año natural siguiente a aquel en el que el vendedor ha sido 
identificado como vendedor sujeto a comunicación de información. 

Es importante destacar que este nuevo modelo 238, en lo que respecta a 
información relativa a la cesión y arrendamiento de bienes inmuebles, ha 
venido a sustituir a la «Declaración informativa anual de la cesión de uso de 
viviendas con fines turísticos» (modelo 179). 
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